
Mientras el Tribunal Oral de
Rancagua dictaba ayer un vere-
dicto condenatorio contra ocho
extranjeros acusados del secuestro
del empresario rancagüino Rudy
Basualdo, ocurrido en noviembre
de 2023, en Santiago, se informa-
ba de la liberación del también
empresario Rodrigo Cantergiani,
quien fue interceptado y retenido
el jueves recién pasado, cuando
llegaba a su lugar de trabajo en
Quilicura. 

“Toda la ciudadanía (...) sabe
que este país cambió, que ya no
estamos en la misma situación.
Sabemos que las calles no son las
mismas que teníamos antes, sa-
bemos que la noche no es la mis-
ma que teníamos antes y la ciu-
dadanía ya hizo cambios en su vi-
da, Carabineros y la fiscalía tam-
bién ya hicimos cambios en
nuestro proceso de trabajo, no es
una realidad a la que tengamos
que adaptarnos, es una realidad a
la que ya nos adaptamos. Nos fal-
tan recursos, por supuesto, pero
ya nos adaptamos”, expresó el
fiscal nacional, Ángel Valencia, al
abordar el plagio que se registró
esta semana.

Los secuestros extorsivos son
un “mercado” al alza, según el Mi-
nisterio Público. Un informe de la
Fiscalía Nacional evidenció que el
año pasado continuó
el incremento iniciado
en 2022, con más de
800 plagios anuales, y
sumaron 868 para ese
período. 

En cuanto a la tipo-
logía del delito, se re-
gistró también un au-
mento de los secues-
tros vinculados al cri-
m e n o r g a n i z a d o .
Durante el primer se-
mestre de 2025, los ca-
sos relativos a organi-
zaciones criminales
subieron un 16% res-
pecto del primer semestre de
2024, y un 57% en comparación al
segundo semestre del año pasado.

n El refuerzo personal de la
seguridad “no debería ser la
respuesta principal”

Ante el incremento de los casos,
expertos en seguridad pública ex-
plican que es probable que las per-
sonas comiencen a sentir temor y
aquello pudiera impulsar la con-
tratación de escoltas privados o la
compra de autos blindados, como
en otros países, sin embargo, re-
cuerdan que la seguridad debe ser
garantizada por el Estado y no por
los particulares. 

“Es probable que algunas per-
sonas o empresas opten por refor-
zar su seguridad privada, pero eso
no debería ser la respuesta princi-
pal. Es fundamental que la seguri-
dad siga siendo una responsabili-
dad prioritaria del Estado que de-
be ser liderada con firmeza y que
el sector privado mantenga un rol
de colaboración”, dice Daniel Joh-
nson, director ejecutivo de Funda-
ción Paz Ciudadana. En ese senti-
do, puntualizó que, “aunque han
aumentado en forma preocupan-
te, los secuestros en Chile siguen
teniendo una magnitud abordable

por nuestro sistema de persecu-
ción penal”.

Por su parte, Francisco Alcorta,
investigador de Libertad y Desa-
rrollo, advierte que “una crisis de
seguridad impulsada por la con-
solidación del crimen organizado
en Chile y un cambio cualitativo
en los delitos tienen un impacto
directo en un aumento de los cos-
tos asociados a seguridad”. Ade-
más, puntualiza, “un incremento
de estos delitos de gran impacto y
violencia, como los secuestros,
contribuye a un escenario en don-

de las personas busquen invertir
más en seguridad privada o en
otros elementos como autos blin-
dados, ante el temor de ser víctima
de un secuestro”.

n Pagar y guardar silencio
por temor a “represalias” o
“desconfianza” en el Estado

“La protección de la vida y li-
bertad de las personas no puede
depender del nivel de ingresos o
de la visibilidad pública, sino de
un Estado capaz de prevenir y en-
frentar con eficacia este tipo de
amenazas”, sostiene Luis Toledo,
director del Centro de Investiga-
ción de Seguridad y Crimen Orga-
nizado de la USS y exdirector de la
Unidad Especializada de Drogas

de la Fiscalía Nacional. 
Tanto el caso de Rancagua co-

mo el de Quilicura cuentan con
un patrón común. Las víctimas
son empresarios, se pidieron mi-
llonarios rescates para su libera-
ción y fueron perpetrados por
grupos organizados de extranje-
ros, principalmente, venezolanos
y colombianos.

“Las víctimas suelen pertenecer
a sectores visibles o económica-
mente vulnerables al chantaje y
los rescates exigidos se concretan
muchas veces fuera del conoci-
miento de las autoridades. Esto
abre la posibilidad de una cifra ne-
gra significativa, especialmente en
casos donde las víctimas o sus fa-
milias optan por pagar directa-

mente y guardar silencio, por te-
mor a represalias, desconfianza en
la efectividad estatal o falta de ga-
rantías de protección”, comenta
Toledo, y concuerda
con Alcorta en cuanto
a que es comprensible
que algunas personas
opten por “reforzar
su seguridad personal
mediante la contrata-
ción de escoltas, el uso
de vehículos blinda-
dos o la instalación de
sistemas de vigilancia privada”.

¿Qué hacer? Para Johnson es
clave “reforzar los recursos y es-
fuerzos del Ministerio Público y
de las policías para que logren
identificar de forma más efectiva y

desarticular estas organizaciones
criminales, junto con implemen-
tar sistemas de indicadores que
permitan medir sus resultados”.

Todavía, dice, “es-
tamos a tiempo de
evitar que el secues-
tro extorsivo se ins-
tale como una prác-
tica habitual”.

También con áni-
mo de lucrar, pero
con un nuevo mó-
vil, fue el caso del

exalcalde de Macul en dos perío-
dos (2016-2024), Gonzalo Monto-
ya, secuestrado el 26 de junio y re-
tenido por casi dos días. Única-
mente, fue liberado tras el pago de
un rescate, como en el caso de los
empresarios, sin embargo, la ex-
torsión de sus captores dio cuenta
de amenazas de otra naturaleza,
asociadas a servicios sexuales. 

n Se mantiene como castigo
entre narcotraficantes o sus
cercanos

Ahora, los castigos entre narco-
traficantes, deudas impagas y o
“quitadas” de drogas constituyen
un antiguo móvil, pero que no ha
desaparecido. Ayer, por ejemplo,
se detuvo a un grupo de extranje-
ros y chilenos involucrados en un
plagio ocurrido en Conchalí el 8
de julio pasado. La víctima habría
tenido un vínculo con un clan de-
dicado al tráfico de drogas.

Ante el temor de las personas a ser víctimas de un delito de esta naturaleza

Escoltas y autos blindados: instalación de
secuestros extorsivos en el país impulsaría
mayor inversión en seguridad privada

SOFÍA FARÍAS y LORENA CRUZAT

“Ya no se trata de hechos aislados, sino de un fenómeno estructural y en expansión”, dicen los especialistas, y
agregan que los afectados “suelen pertenecer a sectores visibles o económicamente vulnerables al chantaje”.

AUTOMÓVIL .—El vehículo de Rodrigo Cantergiani quedó abandonado a las
afueras de su compañía en Quilicura, luego de que un grupo de extranjeros lo
obligara a descender para posteriormente secuestrarlo y pedir el pago de
$300 millones. 
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En 2024 se llegó a la

cifra más alta de
secuestros en los

últimos 10 años, con
868 plagios. 

Cámaras que no operan o drones que
no lograron volar por distintos motivos
son algunos de los elementos que se
pueden identificar en un informe del
Plan Nacional Contra el Crimen Orga-
nizado de abril de este 2025, en el que se
analiza en parte el estado de avance de
los proyectos implementados en años
anteriores. Dichos elementos fueron re-
cogidos por el centro de estudios e in-
vestigación Libertad y Desarrollo
(LyD), desde donde señalan que “la Po-
lítica Nacional Contra el Crimen Orga-
nizado (PNCO) ha ejecutado menos de
la mitad de los recursos (48%) y ha rea-
lizado un 59% de las compras destina-
das al fortalecimiento de tecnología y
equipamiento”. Así, en 2023 se asigna-
ron más de $65 mil millones y se usaron
casi $47.500 millones. Mientras que en
2024, de los $75 mil millones, a sep-
tiembre de dicho año se habían ejecuta-
do $20 mil millones, según LyD.

n “Niveles de progreso que, bajo
todo análisis, son insuficientes”

Las instituciones contempladas en el
plan son “Carabineros de Chile, Policía
de Investigaciones, Gendarmería,

Aduanas, Directemar, DGAC y UAF”.
No obstante, la explicación que tiene el
centro de estudios radica en “la insufi-
ciente ejecución por parte de Carabine-
ros y la PDI”. En ese contexto, profundi-
zan que ambas policías “reúnen en con-
junto un 80% de los recursos y un 67%
de las compras destinadas a la PNCO”.
Sin embargo, en el análisis individual,
“Carabineros ha ejecutado un 46% de
sus recursos para esta política y ha con-
cretado un 56% de sus compras estos

últimos dos años”. Por su parte, la Poli-
cía de Investigaciones “ha ejecutado un
48% de sus recursos y ha concretado tan
solo un 39% de sus compras”.

Para Daniel Rebolledo, investigador
de Libertad y Desarrollo, “es especial-
mente preocupante que iniciativas que
tuvieron un gran despliegue mediático,

como lo fue la PNCO, tengan niveles de
progreso que, bajo todo análisis, son in-
suficientes”.

n “Muchas de las tecnologías y
herramientas adquiridas ni siquie-
ra han sido utilizadas”

Además, dentro de los gastos ejecuta-
dos también existen observaciones so-
bre su efectividad. “Al revisar las com-
pras que pudieron ser concretadas, que
suman un total de 3.892 ítems, es posi-

ble constatar que existen
más de 500 herramien-
tas, vehículos o equipa-
mientos que no han al-
canzado su meta de uso.
Es decir, fueron adquiri-
dos y están en manos de
las instituciones corres-
pondientes, pero tienen
un bajo o nulo nivel de
utilización”.

En el seguimiento de uso y destino de
las inversiones del PNCO 2023, apare-
cen algunos elementos como un “dron
que no fue utilizado, toda vez que pre-
sentó falla en el sistema de control de
vuelo, por lo que fue enviado a empresa
proveedora para aplicar garantía”. El
equipo estaba destinado a realizar al me-

nos 15 vuelos trimestrales y no habría lo-
grado siquiera despegar. También existe
la compra de “33 GPS recargables” que a
la fecha del informe solo tiene un 2% por-
que “en su mayoría, los equipos no fue-
ron utilizados por no contar con un re-
querimiento por parte del Ministerio Pú-
blico”. Algunos elementos también
cuentan con mayor porcentaje de imple-
mentación efectiva, como el uso de “19
equipos detectores de drogas portátil”
que lograron 75% de avance debido “al
reemplazo de equipo por parte del pro-
veedor por uno superior; equipos en mal
estado, entregando inconsistencia en los
análisis; y falta de procedimientos con in-
cautación de sustancias que permitan el
uso del bien”. También existen varios
ítems con 0% de avance respecto de la
compra de vehículos, drones, cargado-
res, entre otros, que aparecen con la ex-
plicación “no presentaron uso ya que la
inscripción y seguro fueron entregados
en marzo del presente año”, a pesar de
que el presupuesto corresponde a 2023.

n “Faltas de permiso 
o una capacitación”

La falta de gestión en la ejecución
del plan, según Rebolledo, se centra
en tres niveles diferentes. El primer
nivel es la ejecución presupuestaria
mencionada. Sin embargo, en una se-
gunda dimensión, destaca que “sor-
prende que no sean capaces de mate-
rializar las compras ya efectuadas en
los tiempos definidos por las mismas
autoridades. No es posible, por ejem-
plo, que tecnología que se tenía pre-
supuestada para el 2023, recién lle-
gue a manos de las policías en marzo
del presente año”.

En último lugar, apunta que “es señal
de una alarmante ineficiencia el hecho
que una gran cantidad de las herra-
mientas adquiridas no haya sido utili-
zada por razones meramente burocráti-
cas”, como “la falta de un permiso o una
capacitación” o porque simplemente se
hizo una compra defectuosa”, como
“un dron que no funcionó”.

Estudio analiza el presupuesto:

Policías han ejecutado la mitad de
los recursos de Política Nacional
contra Crimen Organizado

Al considerar el gasto de dineros asignados en los años 2023 y 2024,
ninguno se acercó a la totalidad. Por otro lado, implementos adquiridos hace
dos años podrían haber llegado recién en marzo de este año.

E. CANDIA

IMPLEMENTACIÓN.— El plan fue creado a fines de 2022 y actualmente está a cargo de la
Subsecretaría de Seguridad Pública.

‘‘No es posible, por ejemplo, que
tecnología que se tenía presupuestada
para el 2023, recién llegue a manos de las
policías en marzo del presente año”.
..............................................................................................................

DANIEL REBOLLEDO
INVESTIGADOR DE LIBERTAD Y DESARROLLO
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n Buscan a otros implicados en delitos contra dueño de fábrica de
plásticos en Quilicura y amplían detención de cuatro imputados
Hasta el máximo legal de tres días la

fiscalía pidió ampliar la detención de cuatro
extranjeros en el caso del secuestro extor-
sivo de un empresario en la comuna de
Quilicura.

La víctima, Rodrigo Cantergiani, fue
plagiada la mañana del jueves, a la entrada
de su empresa Cerplas. 

Sin embargo y tras el pago de su fami-
lia a los secuestradores, fue liberado el
viernes en Puente Alto. En esa comuna un
desconocido lo vio y trasladó a una unidad

policial.
El objetivo del secuestro fue económico,

indicaron ayer los investigadores. 
Por la víctima se pidieron $300 millones,

de los cuales solo se pagó un porcentaje
menor. Como parte del dinero fue recupe-
rada, se sospecha que el resto sigue en
manos de otros involucrados sin identificar. 

“Se siguen realizando una serie de otras
diligencias”, dijo ayer el fiscal a cargo del
Equipo contra el Crimen Organizado y
Homicidios, Héctor Barros.

Añadió que “la investigación no se acaba
acá, la investigación está recién comen-
zando, se siguen haciendo diligencias que
se encuentran pendientes”. 

También destacó que “lo importante acá
es que la víctima fue liberada y en buenas
condiciones de salud”. 

La causa es indagada con el OS9 de
Carabineros, policía que cuenta con un
equipo especial contra secuestros que
estuvo detrás de las negociaciones con los
imputados. 

n Declaran culpables a ocho
acusados por secuestro de
empresario de Rancagua
Si bien parecía un asalto a mano armada, acabó siendo un secuestro.

El empresario rancagüino Rudy Basualto estuvo retenido por casi dos
días y fue liberado únicamente tras el pago de $40 millones, exigidos
por los plagiadores. Ese hecho ocurrió el 8 de noviembre de 2023, y
ayer el Tribunal Oral en Lo Penal de Rancagua dictó un veredicto conde-
natorio: los ocho acusados —todos extranjeros— fueron declarados
culpables. Las penas se conocerán el 25 de agosto próximo. 

No obstante, el caso de Basualto fue el inicio de una seguidilla de
secuestros registrados en la Región de O’Higgins. Apenas 41 días des-
pués, un hombre que intentaba vender su automóvil a través de Mar-
ketplace fue retenido por tres extranjeros, quienes lo trasladaron hasta
una casa en Colina. El viernes de la semana pasada, los involucrados
también fueron declarados culpables por el tribunal.

Mientras que en febrero de 2024, un grupo de personas entró a una
vivienda en Llallauquén para sustraer especies, y al no encontrar dinero,
decidieron secuestrar a la esposa y la hija, de 4 años, del dueño de casa,
para posteriormente solicitarle $60 millones. Ambas fueron trasladadas
a un departamento de Estación Central. El jueves, todos los involucrados
fueron también declarados culpables.

Si bien los casos no se relacionan entre sí, todos corresponden a
miembros de bandas transnacionales.

HUELLAS.— Luego del plagio, Carabineros llevó
a cabo una serie de pericias para dar con el para-
dero de la víctima. 
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Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

09/08/2025
 $10.402.743
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      50,57%

Sección:
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